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A LA MESA DEL PARLAMENTO 

Josep Enric Millo i Rocher, portavoz, María José García Cuevas, diputada del Grupo Parlamentario del Partit 
Popular de Catalunya, conforme a lo establecido en los artículos 145 y 146 del Reglamento del Parlamento, 
presentan la siguiente propuesta de resolución para que sea sustanciada en la Comisión de Asuntos 
Institucionales, con el objetivo de garantizar el cumplimiento de las sentencias del Tribunal Supremo 
relativas al modelo educativo catalán. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Generalitat solo debe y puede actuar conforme a los intereses generales, con pleno sometimiento a la ley, 
con lealtad institucional y sometida a los fallos judiciales. (Artículos 103 y 106 de la CE y 2,3 y 71 del EAC). 

La lealtad institucional obliga a acatar y cumplir todas las leyes estatales o autonómicas, así como las 
sentencias judiciales, de buena fe, respetando el espíritu y la letra de leyes y sentencias, a pesar de que los 
intereses políticos coyunturales del partido en el Govern pudieran verse limitados por estas leyes o 
sentencias. 

La ley, y su interpretación por los tribunales a través de las sentencias judiciales, están por encima de 
cualquier objetivo político y limitan la acción de cualquier gobierno. 

Durante el final del año 2010 y los primeros meses del 2011 se conocieron cinco sentencias del Tribunal 
Supremo , correspondientes a los recursos presentados por ciudadanos catalanes que solicitaban amparo 
legal frente al sistema educativo de inmersión lingüística vigente en Cataluña. Estos ciudadanos solicitaban 
que el castellano fuera reintroducido como lengua vehicular en el sistema educativo catalán, esto es, como 
lengua de uso normal en el aprendizaje y la comunicación. 

Sin entrar a juzgar la bondad o no pedagógica, los resultados académicos, el reconocimiento internacional de 
este u otros sistemas, ya que nada de esto era el objetivo de los recursos ni la competencia del tribunal, 
nada de esto puede limitar o condicionar el cumplimiento de la ley, el TS falló, en todos los casos, que “La 
Generalitat debe adoptar cuantas medidas sean precisas para adaptar su sistema de enseñanza a la nueva 
situación creada por la declaración de la sentencia 31/2010 del TC que considera también al castellano como 
lengua vehicular de la enseñanza en Cataluña, junto con el catalán” (página 37 de la sentencia 793/2009, 
palabras repetidas, literalmente, en las otras cuatro sentencias). 

Hay que hacer notar que en ningún caso el TS se refiere a la resolución concreta y exclusiva de los casos 
planteados por los ciudadanos. Las sentencias hablan con claridad de un cambio de modelo educativo, que 
afectaría a todos los escolares catalanes, para ajustar este modelo catalán a la legalidad vigente. 

Las sentencias también aclaran que la atención personalizada no es válida para garantizar la presencia 
vehicular del castellano (STS 792/2009, pag.28), que enseñar castellano como materia curricular no es 
estudiar en castellano (STS 793/2009, pag.31). 
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Las sentencias especifican que la inmersión lingüística es un sistema “contrario al espíritu y la letra de la 
Constitución” (STS 793/2009, pag. 28), y que por tanto, de no modificarse la LEC en cuanto a lenguas 
vehiculares, sería una norma inconstitucional (STS 793/2009, pag.29). 

Finalmente, ante la actitud, pública y manifiesta, poco favorable al cumplimiento estricto de estas sentencias 
por parte de la Consellera de Ensenyament, los ciudadanos recurrentes pidieron al TSJC la ejecución de las 
mismas. 

A primeros de septiembre conocimos un auto del TSJC, de fecha 28 de julio, en el que se acuerda establecer 
un plazo máximo de dos meses para que la Conselleria de Ensenyament adopte “cuantas medidas estime 
precisas para adaptar el sistema de enseñanza”, dando cumplimiento a las sentencias del TS. También 
advierte el TSJC a la Consellera de Ensenyament de las consecuencias legales que el incumplimiento de este 
mandato judicial podría suponer. 

El incumplimiento de leyes y sentencias judiciales por parte del Govern de la Generalitat es algo inadmisible 
desde el punto de vista legal e institucional.  

Una muestra de insumisión y deslealtad institucional tan patente es un desprestigio para Cataluña que la 
Generalitat no puede consentir. 

 

Por estos motivos, el Grupo Parlamentario del Partido Popular presenta la siguiente: 

PROPUESTA DE RESOLUCIÓN 

1. El Parlamento de Cataluña insta al Govern de la Generalitat a cumplir con lealtad institucional sus 
obligaciones legales, garantizando de manera urgente e inmediata el cumplimiento de las cinco 
sentencias del TS (793/2009, 796/2009, 1839/2009, 395/2010 y 1602/2009) relativas a la 
reintroducción del castellano como lengua vehicular o docente en el sistema educativo catalán, 
modificando dicho sistema, antes del día 2 de noviembre de 2011, para el próximo curso 2011-2012, 
y sucesivos, en todo el territorio de Cataluña. 

2. El Parlamento de Cataluña insta al Govern de la Generalitat a realizar cuantas modificaciones 
legislativas sean necesarias, así como a facilitar a los centros educativos la realización de los cambios 
necesarios, para implantar el nuevo modelo, acorde con la legalidad vigente y por mandato judicial, 
de conjunción lingüística o bilingüismo integrador antes del día 2 de noviembre de 2011, según 
establece el TSJC en el auto de ejecución relativo a las sentencias del TS mencionadas. 

 

 Palau del Parlament, 5 de septiembre de 2011 

Josep Enric Millo i Rocher María José García Cuevas 

Portavoz del GP del PPC                                                                                Diputada del GP del PPC  


